
 

     

                                                                          

                        

 

SIGCMA 

Número Único  110016000000201902192-00 
Ubicación  4587 – 20  
Condenado YERSON FERNEY OLIVEROS NOVOA 
C.C # 1033780537 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 15 de Marzo de 2024, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de apelación contra la providencia del 
VEINTISEIS (26) de FEBRERO de DOS MIL VEINTICUATRO (2024) por el 
término de cuatro (4) días para que presente la sustentación respectiva, de 
conformidad a lo dispuesto en el Art. 194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 20 de 
Marzo de 2024. 
 

Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación 
del recurso. 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 
 
 
 
 
 
 
 
Número Único  110016000000201902192-00 
Ubicación  4587 
Condenado YERSON FERNEY OLIVEROS NOVOA 
C.C # 1033780537 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 21 de Marzo de 2024, se corre traslado por el término común de 
cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 194 
inciso 1° del C.P.P. Vence el 27 de Marzo de 2024 

 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó  escrito. 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
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Señora 
 
JUEZ VEINTE (20) DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ. 
E.  S.  D. 

RADICADO: 11001-60-00-000-2019-02192-00 

CONDENADO: YERSON FERNEY OLIVEROS NOVOA 

ASUNTO: RECURSO DE APELACIÓN. 

 

Lady Johanna Castro Buitrago, mayor de edad, abogada en ejercicio, identificada civil y profesionalmente como 

aparece al pie de mi firma, actuando en calidad de Defensora Pública, apoderada del interno YERSON FERNEY 

OLIVEROS NOVOA, de conformidad con lo establecido en el Decreto 1542 de 1997 y la Ley 1709 de 2014, con 

todo respeto acudo ante su Despacho a través del presente memorial con el fin de interponer recurso de apelación 

contra el auto interlocutorio del 26 de febrero de 2024,  notificado a la suscrita el 06 de marzo del año en curso, 

mediante el cual su despacho negó el  beneficio de libertad condicional de mi prohijado. 

Los argumentos del recurso son los que expongo a continuación: 

1. La Valoración de la Conducta Punible, lo cual fue considerado por el señor Juez ejecutor manifestando, 
“En esas condiciones, considera este Juzgado, que no se hace procedente el instituto de la libertad 
condicional a favor del penado, pues no puede dejarse de lado que uno de los fines de la pena es lograr la 
reincorporación del condenado en la comunidad, contra la cual, atentó de manera grave e indolente, pues 
su actuar delictivo irrespetó el orden jurídico y el derecho que tenían sus congéneres…”; Dejando entrever 
de esta forma  la gravedad de la conducta.    
 
Con todo respeto me aparto de lo allí señalado por la Autoridad ejecutora, pues el legislador con la ley 1709 
de 2014, busca facilitar el acceso a la libertad, acude al principio de la última ratio de las penas intramurales 
como se desprende en la exposición de motivos de la ley, de otra parte el sentido de la norma, con 
fundamento del desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional de la exigencia de la valoración de la 
gravedad de la conducta de la norma anterior, Art 5 ley 890 de 2004 , en la sentencia C 194 /05 de la Corte 
suprema de Justicia Sala de Casación Penal en Sentencia T 66808 del 11/06/2013, MP. Leónidas Bustos 
Martínez, precisó de la siguiente manera: 
 
“Norma que fue revisada en sede de control de constitucionalidad, y declara exequible la sentencia C-194 
de 2005, por las siguientes razones:  
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i)” …ii)… el juicio que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene una finalidad específica, cual es la de 
establecer la necesidad de continuar con el tratamiento penitenciario a partir del comportamiento carcelario 
del condenado. En este contexto el estudio del Juez de Ejecución de Penas no se hace desde la perspectiva 
de la responsabilidad penal del condenado – resulta ya en instancia correspondiente al Juez de 
Conocimiento – sino desde la necesidad de cumplir una pena ya impuesta. El mismo sentido, el estudio 
versa sobre los hechos distintos a la que fueron objeto de reproche en la sentencia condenatoria, cuales 
son los ocurridos con posterioridad a la misma, vinculados con el comportamiento del sentenciado en la 
reclusión. “(Resalta la Sala). 
 
iii)…la pretérita triple coincidencia de los elementos, que configuran una agresión al principio del nom bis 
ibídem, se rompe como consecuencia de la ausencia de los dos últimos, pues la segunda valoración no se 
hace con fundamento en el mismo juicio ni sobre los mismos hechos “ 
 
(...) . Sin embargo, ocurre lo mismo cuando al aspecto subjetivo de la conducta, con miras al reconocimiento 
de beneficios o subrogados, no han sido valorados en la sentencia condenatoria. El criterio Jurisprudencial 
anterior solo es aplicable en forma parcial, por tanto, otro debe ser el entendimiento para la solución del 
problema jurídico. 
 
Según el precedente jurisprudencial citado, el funcionario judicial deberá tener en cuenta la gravedad del 
comportamiento punible, calificado y valorado previamente en la sentencia condenatoria por el juez de 
conocimiento, como criterio para conceder el subrogado penal y no para hacer una nueva valoración de 
esta. 
 
El funcionario judicial deberá hacer una valoración integral de todos los requisitos, en especial de aquellos 
relacionados con el comportamiento del reo en la prisión y la necesidad de continuar con la pena de prisión. 
 
Ahora bien, respetuosamente, me aparto del pronunciamiento emitido por el juez de instancia respecto a 
la valoración de la conducta de mi prohijado dentro del establecimiento de reclusión, en el cual manifiesta;  
 
“y así mismo su comportamiento en el centro carcelario ha sido de realizar ocasionalmente actividades que 
le generan reconocimiento de redención de pena, por lo que no pude traducirse para que de manera 
innegable se le otorgue el subrogado deprecado, ya que de ser así, se contraría el objetivo de la 
resocialización, que no es otra que, el condenado de manera consciente asuma que el daño causado a la 
comunidad fue de tal magnitud, que debe existir el real compromiso de garantizar la no repetición de los 
actos delictivos por los cuales resultó condenado”.  
 
Por lo anterior le solicito de manera respetuosa al señor Juez de segunda instancia que se tenga cuenta 
que se trata de un proceso de resocialización y reinserción a la sociedad, en razón a que debe evidenciarse 
que a pesar de presentarse equivocaciones durante un periodo de privación de la libertad, en este caso 
específico, de acuerdo con la cartilla biográfica de mi defendido se trató de únicamente de eventos 
desafortunadas en las cuales se reportaron conductas regular y una mala en un periodo anterior, dentro 
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del mismo documento biográfico se reporta su mejora considerable de comportamiento hasta evidenciar 
nuevamente para la sociedad, la Autoridad ejecutora de su condena y para sí mismo una conducta en 
grado de “buena y “ejemplar” la cual eclipsa los periodos de calificaciones de conducta negativos y 
sobrepasa como favorable, la mayoría de tiempo de privación de la libertad; lo que despliega una 
Resolución emitida por la Dirección de este penal en donde se le otorga concepto “FAVORABLE”; que 
demuestra de manera vehemente la readaptación social de manera progresiva cumpliendo así con los fines 
de la pena, máxime cuando no se está hablando de un delincuente recurrente, sino de una persona que 
por errores de la vida cometió un delito y que ha pagado este obedeciendo a las condiciones del beneficio 
otorgado por el Juzgado ejecutor. 

 
Es de tener en cuenta que durante el tiempo que ha estado purgando su condena ha venido desarrollando 
actividades de redención”; que demuestra de manera vehemente la readaptación social de manera 
progresiva cumpliendo así con los fines de la pena, máxime cuando no se está hablando de un delincuente 
recurrente, sino de una persona que por errores de la vida cometió un delito y que ha purgado a la mitad 
de su condena. 
 
Resultaría contradictorio decir que no hay conductas graves y están no son contrarias a la ley, no obstante, 
la ley a facultado a los Jueces para que tomen decisiones sabias en Derecho y le den la oportunidad a 
estas personas que han sido infractoras de ley a que resarzan los daños ocasionados, sino personas que 
encuentran arrepentimiento sobre lo actuado. 
 
Es del caso revisar la personalidad de cada ser humano, mirar sus antecedentes, su vida en familia entre 
otras, no se trata de seguirlos culpando por siempre sino devolverlos a la sociedad como personas de bien. 
 
 
Fundamento Jurídico 
 
“El Art 93 de la Carta Política, dispone la prevalencia en el orden interno de todos los instrumentos 
internacionales aprobados por el Congreso Colombiano, relativos a los Derechos Humanos y garantías con 
total respeto de la dignidad humana…Igualmente, se estima fundamental recordar, que en cada proceso 
penal es importante reflexionar acerca de las especiales circunstancias de la persona para su 
resocialización y así las mismas características permiten proceder con otro tipo de sanciones, en aras de 
la defensa efectiva del entorno familiar del cual hace parte el sentenciado.   
 
Sentencia C 757 de 2014 dentro de sus conclusiones manifiesta “...5.1 finalmente, la Corte concluye que 
los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad deben aplicar la constitucionalidad condicionada 
a la expresión “previa valoración de la conducta punible “contenida en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014”, 
en todos aquellos casos en que tal condicionamiento les sea más favorable al condenado…”. 
 

2. Ahora bien, frente a la demostración del arraigo familiar y social del condenado se allegaron medios idóneos 
y probatorios que demuestran que el señor YERSON FERNEY OLIVEROS NOVOA tiene un lugar estable 
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donde puede habitar de acuerdo a la documentación allegada por sus familiares que en su declaración 
extrajuicio se manifiesta la voluntad de permitir que mi defendido tenga como domicilio permanente la 
dirección aportada lo cual se encuentra en el plenario del proceso documentación que soporta este arraigo; 
por lo que respetuosamente su Señoría, le solicito se sirva revisar la  documentación aportada y 
ordenar a quien corresponda que se verifique dicho arraigo antes de emitir pronunciamiento 
respecto a la concesión del beneficio de libertad condicional. 

 
Fundamento Jurídico 
 
En cuanto a lo que se entiende por arraigo, se debe resaltar lo anotado por la Honorable Corte Suprema de Justicia 
en proveído radicado con el N° 29581 del 25 de mayo de 2015: 
 
“…la expresión arraigo, proveniente del latín ad radicare (echar raíces), supone la existencia de un vínculo del 
procesado con el lugar donde reside, lo cual se acredita con distintos elementos de juicio, entre otros, tener una 
residencia fija y estable, vivir en ella junto con la familia y estar presto a atender el requerimiento de las 
autoridades…” 
 
Así mismo, la Corte Suprema de Justicia en auto Radicación N° 46684 del 23 de noviembre de 2016, frente al 
arraigo social dejo anotado que:  
 
“…La Sala, en relación con este concepto, ha señalado que debe entenderse “como el establecimiento de una 
persona de manera permanente en un lugar, con ocasión de sus vínculos sociales, determinados, por ejemplo, por 
la pertenencia a una familia, a un grupo, a una comunidad, a un trabajo o actividad, así como por la posesión de 
bienes…”. Así las cosas, atendiendo a lo anotado en la Jurisprudencia anotada y lo establecido en el articulo 30 de 
la ley 1709 de 2014: “…Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado. En todo caso corresponde al 
Juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba allegados a la 
actuación la existencia o inexistencia del arraigo…” 
 
SOLICITUDES 
 
De lo brevemente expuesto solicito al despacho se REVOQUE el auto interlocutorio fecha 26 de febrero de 2024, 
y en su lugar le conceda el subrogado deprecado por mi defendido. 
Atentamente, 

 
LADY JOHANNA CASTRO BUITRAGO 
C.C No 52.733.431 de Bogotá  
T.P No 164.748 del C.S de la Judicatura. 
Defensora Publica 
Notificaciones: lacastro@defensoria.edu.co  
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